ACCIÓN DE INVALIDEZ DE ACUERDO MUNICIPAL / Decaimiento del acto por derogatoria no impide el juicio de legalidad / Derogatoria del acto no restablece el orden jurídico vulnerado.

El Consejo de Estado ha sostenido mayoritariamente que la figura del decaimiento del acto administrativo no impide el juicio de legalidad del mismo, en tanto éste debe realizarse según las circunstancias vigentes al momento de su expedición y habida consideración de que el decaimiento sólo opera hacia el futuro, en tanto la desaparición del fundamento jurídico del acto no afecta su validez. En tal virtud la presunción de legalidad que ostentan los actos administrativos tan sólo puede ser desvirtuada por el juez del acto, de suerte que el “decaimiento” del acto administrativo no trae aparejado el juicio de validez del mismo como tampoco que las situaciones particulares y concretas surgidas al abrigo de una norma que tuvo fundamento en un acto general anulado padezcan una suerte de “decaimiento subsiguiente”. (…) “El Juez debe pronunciarse así se haya producido la derogatoria de los actos acusados, por los posibles efectos que las citadas disposiciones pudieron producir durante su vigencia y en aplicación de la jurisprudencia del Consejo de Estado, según el cual “se impone fallo de mérito a pesar de que los actos demandados hayan sido derogados al momento de dictar sentencia, pues la derogatoria no restablece per se el orden jurídico vulnerado, sino que, apenas acaba con la vigencia, ya que un acto administrativo aún derogado, continúa amparado por la presunción de legalidad que lo protege, que sólo se pierde ante el pronunciamiento de nulidad del juez competente.”

COMPETENCIA DEL CONCEJO MUNICIPAL PARA FIJAR SALARIO DEL PERSONERO / Fijación del salario del alcalde implica determinar la asignación del personero.

El salario de los Personeros siempre debe ser equivalente al 100% del fijado por el Concejo al Alcalde y, valga la iteración, sin exceder el salario de este último. Cabe anotar que si el Concejo fija el salario del Alcalde y éste debe ser el mismo monto que se determine para el Personero, al efectuar lo primero en consecuencia se está realizando lo segundo. En otras palabras, la fijación de la asignación del Alcalde por parte del Concejo implica que indirectamente esta última autoridad determina la asignación del Personero, por lo que realizar esta actuación directa (con la expedición de un acto sobre la materia) o indirectamente (sin la expedición de un acto específico, sino a partir del que fija la asignación básica mensual del Alcalde) hace parte de las atribuciones de la aludida Corporación de elección popular.

COMPETENCIA PARA FIJAR SALARIOS DE LOS EMPLEADOS DE LAS PERSONERÍAS / Corresponde al personero municipal / Atribución similar a la establecida para los alcaldes.

Frente a la competencia para fijar los salarios de los empleados de las Personerías Municipales, es necesario remitirse al artículo 181 de la Ley 136 de 1994, que dispone: “(…) ARTÍCULO 181. FACULTADES DE LOS PERSONEROS. Sin perjuicio de las funciones que les asigne la Constitución y la ley, los personeros tendrán la facultad nominadora del personal de su oficina, la función disciplinaria, la facultad de ordenador del gasto asignados a la personería y la iniciativa en la creación, supresión y fusión de los empleos bajo su dependencia, señalarles funciones especiales y fijarles emolumentos con arreglo a los acuerdos correspondientes. (…)” Esta previsión es similar a la atribución establecida para los Alcaldes en el artículo 315 numeral 7º de la Constitución, ya citado, respecto de la cual esta Corporación de manera pacífica y reiterada ha señalado que, mientras que la fijación de las escalas de remuneración de los empleados de la administración central de los municipios corresponde al Concejo Municipal (art. 313-6 CP), la fijación de sus emolumentos (incluyendo el incremento anual) es de competencia del Alcalde. En este sentido, a pesar de que las Personerías Municipales carecen de personería jurídica y son una dependencia de la organización municipal, el legislador decidió conferirles autonomía presupuestal y administrativa en virtud de la calidad de autoridad administrativa que posee el Personero y las funciones de control que desarrolla. (…) La confluencia de las atribuciones de ordenación del gasto y nominación dan soporte a la facultad del Personero de fijar los emolumentos de sus funcionarios de modo independiente a los empleados de la administración central del municipio. Por ende, esta competencia es autónoma a la del Alcalde, sin perjuicio de que deba ser ejercida de acuerdo a la ley (v.gr. arts. 10 Ley 617/2000 y 37 Ley 1551/2012) y los reglamentos.

COMPETENCIA PARA FIJAR SALARIOS DE LOS EMPLEADOS DE LAS PERSONERÍAS / Competencia concurrente entre el Concejo municipal y el personero / Concejo fija escalas de remuneración y personero fija el monto del reajuste de los salarios dependiendo de escalas de remuneración.

Se concluye que en materia salarial de los funcionarios de las Personerías Municipales existe una competencia concurrente entre el Concejo y el Personero, el primero con la facultad de fijar la escala de remuneración -a iniciativa del Personero- (arts. 32-8 y 181 Ley 136/1994) y el segundo de establecer los emolumentos con los que son remunerados, incluyendo el ajuste oficioso anual (art. 181 Ley 136/1994).

COMPETENCIA PARA FIJAR SALARIOS DE LOS EMPLEADOS DE LAS PERSONERÍAS / Incremento salarial es competencia del personero, no del Concejo.

Es necesario distinguir entre la competencia para fijar el sueldo del Personero y la de fijar los emolumentos de los funcionarios de la Personería. Frente al primero, el Concejo Municipal está plenamente facultado para fijar su asignación básica mensual directa o indirectamente, siempre y cuando su monto sea el mismo que el establecido para el alcalde, de conformidad con los artículos 177 de la Ley 136 de 1994 y 22 de la Ley 617 de 2000. No obstante, en lo que respecta a la Secretaría de la Personería Municipal, la Corporación edilicia directamente dispuso cuál sería su remuneración sin que estuviera facultada para fijarlo, pues dicho incremento salarial en específico, es una competencia legal del Personero, de acuerdo al artículo 181 de la Ley 136 de 1994, ya que se refiere a los emolumentos de los funcionarios al servicio de la Personería14; por lo cual esta circunstancia se constituye en una arrogación indebida de las competencias atribuidas a otra autoridad por parte del Concejo Municipal.

NOTA DE RELATORÍA: El documento que se presenta al público ha sido modificado para incluir los anteriores descriptores de la providencia, más no para modificar su contenido. Por lo anterior, el código de seguridad del mismo no corresponde al de la providencia original. Para validar la integridad del documento los interesados pueden consultarlo a través de la plataforma SAMAI.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ
SALA DE DECISIÓN No. 4

MAGISTRADO PONENTE: JOSÉ ASCENCIÓN FERNÁNDEZ OSORIO

[bookmark: _GoBack]Tunja, veinticinco (25) de febrero de dos mil veintidós (2022)


	ACCIONANTE:
	DEPARTAMENTO DE BOYACÁ

	ACCIONADO:
	MUNICIPIO DE SATIVANORTE- Acuerdo No. 004 del 22
de mayo de 2020

	RADICACIÓN:
	150012333000-2020-01896-00

	REFERENCIA:
	VALIDEZ DE ACUERDO MUNICIPAL

	TEMA:
	Acuerdo en el que se establece reajuste salarial para
el personal de la personería.

	ASUNTO:
	SENTENCIA DE ÚNICA INSTANCIA



Decide la Sala en única instancia la solicitud de invalidez del Acuerdo No. 004 del 22 de mayo de 2020, expedido por el CONCEJO MUNICIPAL DE SATIVANORTE, “POR EL CUAL SE REALIZA EL AJUSTE SALARIAL PARA EL PERSONAL   DE   QUE   LABORA   EN   LA   PERSONERÍA   MUNICIPAL   DE SATIVANORTE BOYACÁ.”

I. ANTECEDENTES SOLICITUD DE EXAMEN DE VALIDEZ
Petición de invalidez

1. El DEPARTAMENTO DE BOYACÁ, a través de apoderado judicial, solicitó que se declare la invalidez del 004 de mayo 22 de 2020 expedido por el Concejo Municipal de Sativanorte, en ejercicio de las facultades contempladas en el artículo 305-10 de la Constitución Política, al considerarlo violatorio de los artículos 6, 313-6, 315-7 de la Constitución Política, artículo 35 de la Ley 734 de 2002.

Fundamentos de derecho

2. La entidad accionante sostuvo que el Concejo Municipal de Sativanorte, elaboró en el artículo segundo del acuerdo acusado, la escala salarial para los funcionarios de la Personería Municipal, no obstante, en su artículo 2º. dispuso “Increméntese la remuneración mensual de los servidores públicos de la personería municipal de Sativanorte, a partir del primero de enero de



2020”,  asignándole  directamente  el  Concejo  el  salario  a  la  auxiliar administrativo, desconociendo que su competencia en virtud de lo previsto en el numeral 6 del artículo 313 de la norma superior, es la de establecer las escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos del municipio, ya que es bien distinto, fijar un límite máximo para cada   nivel   jerárquico,   a   establecer   unos   grados   salariales   o   de remuneración para los diferentes empleos que conforman cada uno de los mencionados niveles jerárquicos.

3. Así mismo, señaló que la competencia para fijar los límites máximos salariales de los empleados públicos territoriales por niveles jerárquicos, es del Gobierno Nacional, de conformidad con la Ley 4ª de 1992, para que una vez determinados, sean los Concejos Municipales quienes determinen las escalas de remuneración de las diferentes categorías de empleos de la Administración Municipal, a efectos de que ningún empleo del orden territorial, pueda percibir una asignación básica mensual superior a dichos límites máximos tal y como lo prevé el artículo 8° del Decreto 314 de 2020 “Por el cual se fijan los límites máximos salariales de los Gobernadores, Alcaldes y empleados públicos de las entidades territoriales y se dictan disposiciones en materia prestacional”, pues allí fijan los límites máximos salariales de los empleados públicos por niveles.

4. Agregó, que el Concejo Municipal de Sativanorte, en el Acuerdo 004 de mayo 22 de 2020, fija el salario para la Personera Municipal y la Secretaría de la Personería, más no fija la Escala Salarial; entonces, al fijar directamente el salario de la Secretaría de la Personería, le usurpa facultades que le corresponden al Personero municipal, como es el de fijar el Salario de su secretaria.

TRÁMITE PROCESAL

5. La solicitud de examen de validez fue admitida a través de auto del 02 de noviembre de 20211, en virtud de lo cual la providencia fue notificada a las partes e intervinientes, y el proceso fue fijado en lista por el término de diez (10) días para dar cumplimiento a lo preceptuado en los artículos 121 del Decreto Ley No. 1333 de 1986 y 171-1 del CPACA2, lapso en el cual el agente del Ministerio Público, allegó concepto y el Municipio de




1 En el auto de admisión se dejó sentado que el proceso había sido remitido por el Departamento de Boyacá en fecha 16 de julio de 2020; no obstante, fue remitido a por la Secretaría de esta Corporación hasta el 28 de octubre de 2021, razón por la cual se ordenó que por parte del Secretario del Tribunal Administrativo de Boyacá, se indagara sobre la premura generada en el trámite del presente proceso y se inicien las investigaciones disciplinarias a que haya lugar contra el funcionario o funcionarios adscritos a la secretaría de esta Corporación.
2 Índice 12 – SAMAI.
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Sativanorte presentó escrito de contestación a la demanda; a través de auto del 10 de diciembre de 2022, se abrió el proceso a pruebas3.

INTERVENCIONES

Ministerio Público4.

6. En la oportunidad correspondiente el Agente del Ministerio Público, allega concepto en el que indica, que el Concejo Municipal de Sativanorte no estableció Escala Salarial, toda vez que no elabora una sucesión sistemática, ordenada y progresiva de valores absolutos, en las que se consigne técnicamente por grados las consecuencias económicas para el año 2021, pues no indica códigos y grados, sino únicamente el nivel.

7. Además, en el Acuerdo cuestionado lo que en estricto sentido realizó fue fijar la remuneración para el Personero, y para la auxiliar administrativa, estableciendo su remuneración mensual para el 2020. No obstante, que, si bien la escala no supera los topes legales establecidos por el gobierno nacional, el Concejo Municipal de Sativanorte fijó la remuneración de la auxiliar administrativa de la Personería, cuando esta competencia está a cargo del Personero Municipal.

8. Más adelante precisó sobre la derogatoria por la expedición de una nueva Ley que deroga tácitamente la anterior, que el Concejo de Sativanorte expidió Acuerdo Número 013 del 31 de agosto de 2021, "POR MEDIO DEL CUAL SE REALIZA EL AJUSTE SALARIAL PARA EL PERSONAL QUE LABORA EN LA PERSONERÍA MUNICIPAL DE SATIVANORTE PARA EL AÑO 2021, por lo que existiría una derogatoria expresa o tácita. Por lo anterior, solicita declarar la invalidez parcial del Acuerdo Número 004 de mayo 22 de 2020.

Municipio de Sativanorte5

9. El apoderado del Municipio de Sativanorte, allegó contestación al escrito de demanda, señalando que se atiene a la decisión que sea adoptada por esta Corporación, en el entendido que el Acuerdo objeto de censura no fue proferido por la entidad territorial, sino por el Concejo Municipal, y en razón a ello propone la falta de legitimación en la causa por pasiva del municipio de Sativanorte.



3 Índice 16 – SAMAI.
4 Índice 9 – SAMAI.
5 Índice 13 - samai



II. CONSIDERACIONES

10. Transcurrido en legal forma el trámite de única instancia previsto para surtir está clase de acciones y no existiendo causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a proferir decisión de fondo.

PROBLEMA JURÍDICO

11. Corresponde a la Sala determinar sí el Concejo Municipal de Sativanorte se extralimitó en sus funciones con la expedición del Acuerdo 004 de 2020, al asignar la remuneración salarial de los funcionarios de la Personería Municipal, como lo hizo frente a la Secretaria de la Personería.

MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL

· Del decaimiento del acto por derogatoria ante la expedición de un nuevo acto.

12. El Consejo de Estado ha sostenido mayoritariamente que la figura del decaimiento del acto administrativo no impide el juicio de legalidad del mismo, en tanto éste debe realizarse según las circunstancias vigentes al momento de su expedición y habida consideración de que el decaimiento sólo opera hacia el futuro, en tanto la desaparición del fundamento jurídico del acto no afecta su validez.

13. En tal virtud la presunción de legalidad que ostentan los actos administrativos tan sólo puede ser desvirtuada por el juez del acto, de suerte que el “decaimiento” del acto administrativo no trae aparejado el juicio de validez del mismo como tampoco que las situaciones particulares y concretas surgidas al abrigo de una norma que tuvo fundamento en un acto general anulado padezcan una suerte de “decaimiento subsiguiente”. Ha dicho el Consejo de Estado sobre este particular:

““…Para la Sala esta afirmación del recurrente no tiene asidero legal y es totalmente errónea, ya que los artículos acusados del Acuerdo 062 de 30 de diciembre de 1999 gozaron de presunción de legalidad hasta su derogatoria el 27 de diciembre de 2002, con la expedición y entrada en vigencia del Acuerdo 037, por medio del cual el Concejo Municipal compiló y actualizó el estatuto de rentas para el Municipio de Guateque, y el que en su artículo 390 previó expresamente la derogatoria del Acuerdo 062 de 1999, (folio 373), por lo que dicho Acuerdo 062 produjo efectos durante los casi 3 años en los que estuvo vigente.



El Juez debe pronunciarse así se haya producido la derogatoria de los actos acusados, por los posibles efectos que las citadas disposiciones pudieron producir durante su vigencia y en aplicación de la jurisprudencia del Consejo de Estado6, según el cual “se impone fallo de mérito a pesar de que los actos demandados hayan sido derogados al momento de dictar sentencia, pues la derogatoria no restablece per se el orden jurídico vulnerado, sino que, apenas acaba con la vigencia, ya que un acto administrativo aún derogado, continúa amparado por la presunción de legalidad que lo protege, que sólo se pierde ante el pronunciamiento de nulidad del juez competente.”7 (se subraya)

14. Si bien en el presente asunto refiere el Ministerio Público en su concepto, que, ante la expedición de un Acuerdo posterior, se presenta la derogatoria del acto objeto de censura, conforme a lo expuesto en precedencia, la Sala se adentrará al estudio de fondo del Acuerdo demandado, en tanto que durante su vigencia se abrigó a la luz de la presunción de legalidad, debiendo verificarse entonces los efectos jurídicos que pudieron producir durante su vigencia.

· De las competencias en relación con la remuneración de los empleados de las personerías

15. El artículo 135 del Decreto No. 1333 de 1986, subrogado por el artículo 1º de la Ley 3ª de 1990, estableció que en cada municipio habrá un funcionario que tendrá el carácter de defensor del pueblo o veedor ciudadano, agente del Ministerio Público y defensor de los derechos humanos, llamado Personero Municipal y definió las calidades para ejercer dicho cargo y sus funciones.

16. Más adelante, la Ley 136 de 1996 se encargó de modernizar varios aspectos de la figura, manteniendo su labor de “guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta de quienes desempeñan funciones públicas” (art. 169), y en su artículo 177 preceptuó lo que sigue acerca de los salarios y prestaciones de los Personeros Municipales:

“(…) ARTÍCULO 177. SALARIOS, PRESTACIONES Y SEGUROS. <Apartes
tachados declarados inexequibles8> Los salarios y prestaciones de los

6 Sentencia de esta Sección de 23 de febrero de 1996 que prohijó la tesis expuesta por la Sala Plena en sentencia de 14 de enero de 1996.
7 Consejo de Estado, en sentencia proferida el 21 de noviembre de 2013, con ponencia de la Consejera Doctora María Claudia Rojas Lasso, en el expediente con Radicación número: 15001- 23-31-000-2001-02133-01

8 Corte Constitucional. Sentencia C-233 de 1995.



personeros, como empleados de los municipios, se pagarán con cargo al presupuesto del municipio. La asignación mensual de los personeros, en los municipios y distritos de las categorías especial, primera y segunda será igual al cien por ciento (100%) del salario mensual aprobado por el Concejo para el alcalde. En los demás municipios será igual al setenta por ciento (70%) del salario mensual aprobado por el Concejo para el alcalde.

Los personeros tendrán derecho a un seguro por muerte violenta, el cual debe ser contratado por el alcalde respectivo. (…)” (Negrilla fuera del texto original).

17. En concordancia con lo anterior, el artículo 22 de la Ley 617 de 2000 estableció:

“(…) ARTÍCULO 22. SALARIO DE CONTRALORES Y PERSONEROS MUNICIPALES
O DISTRITALES. EL artículo 159 de la Ley 136 de 1994, quedará así:

‘Artículo 159. El monto de los salarios asignados a los Contralores y Personeros de los municipios y distritos, en ningún caso podrá superar el ciento por ciento (100%) del salario del alcalde.’ (…)” (Subraya y negrilla fuera del texto original)

18. Por ende, puede concluirse que el salario de los Personeros siempre debe ser equivalente al 100% del fijado por el Concejo al Alcalde y, valga la iteración, sin exceder el salario de este último. Cabe anotar que si el Concejo fija el salario del Alcalde y éste debe ser el mismo monto que se determine para el Personero, al efectuar lo primero en consecuencia se está realizando lo segundo. En otras palabras, la fijación de la asignación del Alcalde por parte del Concejo implica que indirectamente esta última autoridad determina la asignación del Personero, por lo que realizar esta actuación directa (con la expedición de un acto sobre la materia) o indirectamente (sin la expedición de un acto específico, sino a partir del que fija la asignación básica mensual del Alcalde) hace parte de las atribuciones de la aludida Corporación de elección popular9.

19. Ahora bien, frente a la competencia para fijar los salarios de los empleados de las Personerías Municipales, es necesario remitirse al artículo 181 de la Ley 136 de 1994, que dispone:

“(…) ARTÍCULO 181. FACULTADES DE LOS PERSONEROS. Sin perjuicio de las
funciones que les asigne la Constitución y la ley, los personeros tendrán la facultad nominadora del personal de su oficina, la función disciplinaria, la facultad de ordenador del gasto asignados a la personería y la iniciativa en la creación, supresión y fusión de los empleos bajo su dependencia, señalarles funciones especiales y fijarles emolumentos con arreglo a los acuerdos correspondientes. (…)” (Subraya y negrilla fuera del texto original)



9 Conc.15511/2020 D.A.F.P.



20. Esta previsión es similar a la atribución establecida para los Alcaldes en el artículo 315 numeral 7º de la Constitución, ya citado, respecto de la cual esta Corporación de manera pacífica y reiterada ha señalado que, mientras que la fijación de las escalas de remuneración de los empleados de la administración central de los municipios corresponde al Concejo Municipal (art. 313-6 CP), la fijación de sus emolumentos (incluyendo el incremento anual) es de competencia del Alcalde.

21. En este sentido, a pesar de que las Personerías Municipales carecen de personería jurídica y son una dependencia de la organización municipal, el legislador decidió conferirles autonomía presupuestal y administrativa en virtud de la calidad de autoridad administrativa que posee el Personero10 y las funciones de control que desarrolla. Esa autonomía ha sido descrita por la Corte Constitucional así:

“(…) La independencia funcional y orgánica de estos entes de control local [Contraloría y Personería] con respecto a la denominada administración municipal, se halla garantizada por la forma en que debe ser determinada su estructura administrativa, como quiera que la norma superior en comento dispone que compete a las asambleas y concejos distritales y municipales organizar las respectivas contralorías, como entidades técnicas dotadas de autonomía administrativa y presupuestal.

Además dicha autonomía se asegura mediante el mecanismo de designación de quienes deben desarrollar la función de vigilancia de la gestión fiscal, puesto que conforme al mencionado artículo 272 de la Suprema Ley,  deben ser  nombrados  por las  asambleas  y los  concejos distritales para período igual al de gobernador y alcalde, según el caso, de ternas integradas, con dos candidatos presentados por el tribunal superior de distrito judicial y uno por el correspondiente tribunal de lo contencioso administrativo.
(…)
Ahora bien, esta autonomía también es predicable de las personerías municipales que como integrantes del Ministerio Público tienen a su cargo en el nivel local la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas (art. 118 de la C.P.), tareas que deben cumplir con la debida independencia de las instituciones que integran la administración local, para lo cual se dispone que los personeros deben ser elegidos por el concejo municipal (art. 313-8 de la C.P.). (…)”11 (Subraya y negrilla fuera del texto original)

22. Y la misma providencia, al referirse a la facultad de ordenación del gasto, expuso:


10 CE 2A, 23 Mar. 2017, e25000-23-42-000-2012-01170-01(1370-14), G. Valbuena: “(…) la
personería municipal hace parte de la organización municipal, es una dependencia del ente territorial que cuenta con una planta del personal dentro de la que se encuentra el personero, quien es una autoridad propia del municipio pues su elección corresponde al concejo municipal. (…)” (Negrilla fuera del texto original)
11 CConst, C-365/2001, C. Vargas.



“(…) Estando claro que los órganos de control del nivel local no hacen parte de la administración municipal, porque se trata de entidades que por mandato superior gozan de la debida autonomía administrativa y presupuestal para el cumplimiento de su función de fiscalización de la actividad administrativa, es fácil inferir que el alcalde carece de competencia para ordenar sus gastos como se si tratara de instituciones que conforman la infraestructura administrativa del municipio.

La imposibilidad del alcalde para oficiar como ordenador del gasto de las contralorías y personerías municipales, asumiendo directamente la capacidad para contratar y comprometer las partidas presupuestales asignadas a nombre de estos órganos de control, constituye prenda de garantía de la efectividad del principio basilar del Estado Social de Derecho, que consagra el artículo 113 Fundamental y que corrobora el artículo 121, en virtud del cual los diferentes órganos estatales tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines, estándoles vedado el ejercicio de funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley.

Suponer que la Carta autoriza a los alcaldes para ordenar el gasto de las contralorías y personerías municipales es desconocer el sentido y alcance de las disposiciones constitucionales que, en general, le aseguran a los órganos de control la autonomía necesaria para el ejercicio de su labor fiscalizadora, atributo que deriva diáfanamente de lo señalado en los artículos 113, 117, 118, 119, 268, 272, 277 y 313-8 del Ordenamiento Superior. (…)”12 (Subraya y negrilla fuera del texto original)

23. La confluencia de las atribuciones de ordenación del gasto y nominación dan soporte a la facultad del Personero de fijar los emolumentos de sus funcionarios de modo independiente a los empleados de la administración central del municipio. Por ende, esta competencia es autónoma a la del Alcalde, sin perjuicio de que deba ser ejercida de acuerdo a la ley (v.gr. arts. 10 Ley 617/2000 y 37 Ley 1551/2012) y los reglamentos.

24. Por lo tanto, se concluye que en materia salarial de los funcionarios de las Personerías Municipales existe una competencia concurrente entre el Concejo y el Personero, el primero con la facultad de fijar la escala de remuneración -a iniciativa del Personero- (arts. 32-8 y 181 Ley 136/1994) y el segundo de establecer los emolumentos con los que son remunerados, incluyendo el ajuste oficioso anual (art. 181 Ley 136/1994).

CASO CONCRETO

Disposición acusada.

25. El acto acusado, Acuerdo 004 de 22 de mayo de 2020 “Por medio del cual se realiza el ajuste salarial para el personal que labora en la
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personería municipal de Sativanorte – Boyacá, para el año 2020”, dispuso:13:

“ARTICULO PRIMERO: increméntese la remuneración mensual de los servidores públicos de la Personería Municipal de Sativanorte, a partir del primero de enero de 2020 en los porcentajes que a continuación se determinan.

	CARGO
	NIVEL
	REMUNERACION
MENSUAL 2019
	INCREMENTO
	REMUNERACION
MENSUAL 2020

	PERSONERO MUNICIPAL
	DIRECTIVO
	$4.054.071
	5.12%
	$4.261.640 que corresponde al 100%
devengado por
el alcalde

	AUXILIAR
ADMINISTRATIVO
	ASISTENCIAL
	$1.256.167
	5.12%
	$1.320.483



(...)” (Negrilla y subrayado fuera del texto original)

26. Conforme se expuso en el acápite del marco jurídico aplicable al caso, es necesario distinguir entre la competencia para fijar el sueldo del Personero y la de fijar los emolumentos de los funcionarios de la Personería. Frente al primero, el Concejo Municipal está plenamente facultado para fijar su asignación básica mensual directa o indirectamente, siempre y cuando su monto sea el mismo que el establecido para el alcalde, de conformidad con los artículos 177 de la Ley 136 de 1994 y 22 de la Ley 617 de 2000.

27. No obstante, en lo que respecta a la Secretaría de la Personería Municipal, la Corporación edilicia directamente dispuso cuál sería su remuneración sin que estuviera facultada para fijarlo, pues dicho incremento salarial en específico, es una competencia legal del Personero, de acuerdo al artículo 181 de la Ley 136 de 1994, ya que se refiere a los emolumentos de los funcionarios al servicio de la Personería14; por lo cual esta circunstancia se constituye en una arrogación indebida de las competencias atribuidas a otra autoridad por parte del Concejo Municipal15.




13 Folios 15, índice 5, archivo 1 demanda– expediente samai.
14 Ver al respecto, sentencia del 27 de abril de 2021, Tribunal Administrativo de Boyacá. Sala de Decisión No. 4 Exp: 2020-001891-00
15 Sobre este mismo asunto, ver sentencia de esta Corporación de fecha 8 de febrero de 2022, aprobada por la Sala de Decisión No. 4 dentro del proceso con radicado No. 150012333000-2021- 00660-00



28. En consecuencia, la Sala declarará la invalidez parcial del artículo primero del Acuerdo No. 004 de 22 de mayo de 2020. Lo anterior, como quiera que el marco de la validez de los acuerdos municipales se limita a examinar su legalidad y/o constitucionalidad únicamente por los cargos que se formulan y en atención a las normas invocadas como infringidas, sin que sea dable abordar un estudio abstracto de legalidad ni un análisis de conveniencia que escapan al debate judicial del presente medio de control.

29. Finalmente, se observa memorial de renuncia al poder presentado por el abogado Diego Armando González Joya16, quien representa los intereses del Municipio de Sativanorte. Para resolver la solicitud de renuncia, debe advertir la Sala que el Artículo 306 del CPACA, que remite al Artículo 76 del C.G.P., en cuanto a la renuncia de poder, señala lo siguiente:

“ARTÍCULO 76. TERMINACIÓN DEL PODER. El poder termina con la radicación en secretaría del escrito en virtud del cual se revoque o se designe otro apoderado, a menos que el nuevo poder se hubiese otorgado para recursos o gestiones determinadas dentro del proceso.
(…)
La renuncia no pone término al poder sino cinco (5) días después de presentado el memorial de renuncia en el juzgado, acompañado de la comunicación enviada al poderdante en tal sentido. (…)”

30. De la norma anterior se indica, que es una carga del mandatario que renuncie al poder, allegar con el escrito de renuncia la constancia de comunicación de la misma a su poderdante. En este caso, el apoderado no allega constancia alguna de la comunicación remitida a su poderdante, por lo que, ante el incumplimiento de dicho requisito, se abstendrá la Sala de atender la solicitud allegada.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión No. 4 del Tribunal Administrativo de Boyacá, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

FALLA:

PRIMERO: DECLARAR la invalidez parcial del artículo primero del Acuerdo No. 004 del 22 de mayo de 2020, expedido por el CONCEJO MUNICIPAL DE SATIVANORTE, en cuanto a la fijación del salario del cargo de Auxiliar

16 Índice 20 - samai



de la personería, conforme a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: COMUNICAR la presente providencia al Departamento de Boyacá, al Alcalde Municipal, al Presidente del Concejo y al Personero Municipal de Sativanorte (Boyacá).

TERCERO: En firme esta providencia, ARCHÍVESE el expediente dejando las anotaciones y constancias de rigor.

CUARTO: No se acepta la renuncia al poder presentada por el abogado Diego Armando González Joya, por las razones expuestas en precedencia.

La anterior providencia fue estudiada y aprobada en sesión virtual de la fecha.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Firmado electrónicamente
JOSÉ ASCENCIÓN FERNÁNDEZ OSORIO
Magistrado

Firmado electrónicamente
FÉLIX ALBERTO RODRÍGUEZ RIVEROS
Magistrado

Ausente con permiso
BEATRIZ TERESA GALVIS BUSTOS
Magistrada

Constancia: “La presente providencia fue firmada electrónicamente por los Magistrados que integran la Sala de Decisión en la plataforma denominada SAMAI. En consecuencia, se garantiza la autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con el artículo 186 del CPACA”.
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